	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

El 19 de septiembre de 2001 esta Sala recibió oficio N° 215200300-500 del 18 de ese mismo mes y año emanado del Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, anexo al cual remitió el expediente contentivo de la acción de amparo ejercida por los ciudadanos BRUNO BIRRO ROSETO, JUAN CARLOS BIRRO ROSETO y UGO DANIEL BIRRO ROSETO, titulares de las cédulas de identidad Nros. 4.844.076, 6.458.389 y 8.683.534, respectivamente, asistidos por la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 1.137, contra el auto dictado el 16 de febrero de 2001, por el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en la ciudad de Los Teques.
 
Dicha remisión obedeció a la consulta obligatoria, prevista en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, de la sentencia dictada el 25 de julio de 2001 por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, mediante la cual se declaró sin lugar el amparo propuesto.
 

El 19 de septiembre de 2001 se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado que, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

 

El 28 de septiembre de 2001, la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT, diciendo actuar en su propio nombre y en su carácter de apoderada judicial de los accionantes, presentó escrito mediante el cual fundamentó el recurso de apelación por ella ejercido.

 

Realizado el estudio del expediente, se pasa a dictar sentencia, previas las siguientes consideraciones:

 

I
DE LA ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL

 

El 14 de junio de 2001, los ciudadanos BRUNO BIRRO ROSETO, JUAN CARLOS BIRRO ROSSETO y UGO DANIEL BIRRO ROSETO, asistidos de la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT, presentaron ante el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, escrito contentivo de la acción de amparo constitucional ejercida contra la decisión dictada el 16 de febrero de 2001, por el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la misma Circunscripción Judicial. 

 

Fundamentaron la acción de amparo constitucional en los siguientes hechos:

 

1.- Que han “intentado por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de esta misma Circunscripción Judicial, cuyo titular es el abogado FREDDY ALVAREZ BERNEE, antes identificado, Acción Judicial por Resolución de Contrato de Arrendamiento que riela a los Expedientes Nos. 41.419, 41.420 y 41.421, en contra de los Ciudadanos LUTFALLAH HANNA FAWZI ANTONIO, venezolano, mayor de edad, titular de la Cédula de Identidad Nº V-13.727.903, ENRIQUE ROJAS PEÑA, venezolano, mayor de edad, titular de la Cédula de Identidad Nº V-605.396 y JEAN BASIL RABAT, venezolano, mayor de edad, titular de la Cédula de Identidad Nº V-6.873.072, todos con domicilio en esta ciudad de Los Teques. De dichas causas conoce ese Tribunal por el Sistema de Distribución, y actualmente el estado de los procesos es proveer sobre las citaciones de los demandados”.

 

2.- Que, el 24 de enero de 2001, a su solicitud el prenombrado Tribunal acordó se libraran las correspondientes compulsas para practicar las citaciones.

 

3.- Que, el 7 de febrero de 2001, otorgaron poder apud acta a la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT, quien desde el inicio de las demandas referidas los ha asistido.

4.- Que, el 16 de febrero de 2001, el Juez Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, FREDDY ALVAREZ BERNEE, dictó un auto en el cual señaló que como la prenombrada abogada había intentado una recusación en su contra, la cual fue declarada con lugar, la misma “...no podía patrocinar ningún caso en el Tribunal donde él es Juez, que es el mismo donde cursan las causas donde somos partes suficientemente identificadas en el presente escrito; fundamentando dicha decisión en la norma contenida en el Artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, en el mismo auto dicho Juez nos exhorta a que designemos una nueva representación judicial (...), mención ésta violatoria de ...(su)... Derecho Constitucional a la Libertad, consagrado en el Artículo 20 de la Constitución...”.

 

5.- Que dicho Juez, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, debió inhibirse de conocer las causas contenidas en los expedientes Nros. 41.419, 41.420 y 41.421, o bien aceptar que su representación judicial la ejerce la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT, a quien con ese auto se le ha violado -en su criterio- los derechos al trabajo y al libre ejercicio de su profesión.

 

6.- Que esas causas se encuentran procesalmente en estado de que se practique la citación de la parte demandada “...tal y como fue solicitado por ...(su)... apoderada judicial abogada THAIS RANGEL DE PICOTT y contrariamente a lo que le obliga la disposición contenida en él (sic) la disposición contenida en el Artículo 83 del Código de Procedimiento Civil el Ciudadano Juez, FREDDY ALVAREZ BERNEE hoy señalado como agraviante, se ha abstenido de proveer ...(su)... solicitud...”.

 

Solicitaron se declarara con lugar el amparo ejercido, ordenando al prenombrado Juez “...proveer lo solicitado en fecha 5 ...(de)... Marzo del 2.001 y en consecuencia continuar los procedimientos contenidos en los Expedientes 41.419, 41.420 y 41.421 que contienen las demandas por resolución de contrato por nosotros interpuestas en contra de los ciudadanos LUTFALLAH HANNA FAWZI ANTONIO, ENRIQUE ROJAS PEÑA Y JEAN BASIL RABAT antes identificados, a fin de que dichos procesos continúen los trámites de Ley, o (sic) se INHIBA de conocer dichas causas y remitan dichos Expedientes al Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y de Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en Los Teques, Tribunal competente para conocer dichas causas de conformidad con la normativa establecida en el Artículo 84, Parágrafo 2º del Código de Procedimiento Civil...”.

 

II
DEL FALLO APELADO

 


Mediante fallo dictado el 25 de julio de 2001, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda declaró sin lugar el amparo constitucional, quedando firme el auto accionado, en el cual se declaró la extromisión, inhabilidad y exclusión de la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT, en el juicio por resolución de contrato.


El prenombrado Juzgado Superior fundamentó su decisión, en las siguientes consideraciones:

 


1.- En primer lugar, observó los recaudos aportados por las partes como lo esgrimido en la audiencia constitucional, expresando que “que al estar comprobada la existencia de la declaratoria con lugar de las recusaciones interpuestas por la abogado Thais Rangel de Picott contra el Juez, Dr. Freddy Alvarez Bernee, como órgano subjetivo del órgano jurisdiccional señalado como presunto agraviante, con fecha anterior a la del auto de fecha 16 de febrero de 2001 y auto de fecha 19 de febrero de 2001, mediante el cual se declara la extromisión e inhabilidad y exclusión de la abogado Thais Del Carmen Rangel de Picott, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 1.137, la conducta del Juez se ajustó plenamente a derecho, toda vez, que prevalece el interés superior de la recta administración de justicia que subyace en la norma denunciada y que justifica plenamente la imposición de la limitación en las condiciones de ejercicio del derecho a patrocinar ante el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, que eventualmente pueda corresponder a la profesional del derecho, abogado Thais Del Carmen Rangel de Picott. Aplicación de norma que en momento o en modo alguno puede ser considerada como conculcadora de derecho constitucional alguno, en especial los invocados en la solicitud de amparo constitucional instada”..

2.- En segundo lugar, consideró que -en el presente caso- no se está ante el segundo supuesto de hecho previsto en el artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto en la ciudad de Los Teques existen dos tribunales de primera instancia con competencia en lo Civil, Mercantil y Tránsito.

 

3.- Estimó, con respecto a la denunciada violación del derecho constitucional al trabajo y al libre ejercicio de la profesión de la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT, que “...el interés legítimo para instar el amparo bajo la denuncia de dichas violaciones constitucionales sólo recae en cabeza del profesional al cual se le decreta la extromisión, inhabilidad y exclusión. Aunado a ello, los ciudadanos Juan Carlos Birro Roseto y Ugo Daniel Birro Roseto, carecen de cualidad e interés para sostener la solicitud de amparo constitucional incoada, toda vez, que los mismos no son parte demandante en los procesos en los cuales se dictan los autos de extromisión, inhabilidad y exclusión del abogado...”.

 

4.- Que las anteriores consideraciones lo llevan a considerar “...incólume el derecho a la defensa, el derecho al debido proceso y el derecho a la libertad del accionante en amparo, ciudadano Bruno Birro Roseto, toda vez, que contra él no obra la extromisión, inhabilitación y exclusión del juicio, debiendo en consecuencia proceder a la designación de otro profesional del derecho para que lo asista y defienda en los procesos incoados por Resolución de Contrato, signados con los números 19421 y 19419 nomenclatura interna del Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, instándolos a no utilizar la figura denominada por el Tribunal Supremo de Justicia ‘practica del abogado sacacorchos’, con el evidente propósito de provocar la inhibición del juez natural de la causa, práctica ésta, expresamente prohibida por la norma legal que encabeza la motiva del presente fallo”.

 

5.- Que “...(e)n los recaudos acompañados con la solicitud de amparo constitucional y posteriormente consignados en la audiencia constitucional oral y pública, este juzgador luego de una revisión exhaustiva no observa, ni constata, que se haya dictado auto de extromisión, inhabilidad y exclusión a la profesional del derecho tantas veces referida, en el expediente signado con el Nº 19420 contentivo del juicio incoado por los ciudadanos Ugo Daniel Birro Roseto, Juan Carlos Birro Rossetto y Bruno Birro Roseto contra el ciudadano Lutfallah Hanna Fawzi Antonio cuya pretensión es la Resolución de Contrato. Aunado a ello, los expedientes mencionados en el escrito de solicitud, no concuerdan con los anexos presentados, por lo cual al identificarlos como 41419, 4140 y 41421, forzosamente debe considerarse que hay un error involuntario de identificación, presumiéndose en todo momento la buena fe de los accionantes y su patrocinador...”.

 

  III
CONSIDERACIONES PARA DECIDIR

 

En primer lugar, corresponde a esta Sala pronunciarse acerca de su competencia para conocer de la presente consulta obligatoria establecida en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, de una sentencia dictada por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en Los Teques, al conocer de una acción de amparo en primera instancia, y, en tal sentido, reiterando los criterios asentados por esta Sala en sentencias de 20 de enero de 2000 (casos: Emery Mata y Domingo Ramírez Monja); 14 de enero de 2000 (caso Elecentro); y 8 de diciembre de 2000 (caso Yoslena Chanchamire Bastardo), al determinar la distribución de competencia en la acción de amparo, a la luz de los principios y preceptos consagrados en la Constitución, se considera competente para conocer de la presente consulta, y así se declara.

 

Previo a cualquier pronunciamiento sobre la consulta de ley, debe esta Sala señalar que se abstendrá de resolver sobre los alegatos esgrimidos por la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT en escrito presentado ante la Secretaría de esta Sala, mediante el cual pretende fundamentar el recurso de apelación por ella ejercido, y ello por cuanto dicho recurso le fue negado por el a quo en auto dictado el 18 de septiembre de 2001, y no consta en autos que contra el mismo la prenombrada abogada haya propuesto el correspondiente recurso de hecho. 

 

Por ello, la Sala -en virtud de la consulta de ley- solo procede a determinar si el fallo recurrido se encuentra o no ajustado a derecho, para lo cual observa lo siguiente:

 

El artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, dispone que:

 

“Artículo 83: No hay lugar a recusación porque exista una de las causas expresadas, entre el funcionario judicial por una parte, y por la otra el tutor, curador, apoderado o asistente de alguno de los litigantes, o los miembros, jefes o administradores de establecimientos, sociedades o corporaciones que sean partes en el juicio, a menos que se trate de las causales 1a., 2a., 3a., 4a., 12a. y 18a.

 

No serán admitidos a ejercer la representación o asistencia de las partes en juicio quienes estén comprendidos con el juez en alguna de las causales expresadas en el artículo 82, que hubiere sido declarada existente con anterioridad en otro juicio, el cual será indicado por el Juez en su pronunciamiento, de oficio o a solicitud de parte. 


Cuando en el lugar donde se siga el juicio no existiere sino un solo Tribunal competente para conocer del asunto, la representación o la asistencia de la parte por el abogado comprendido con el juez en alguna de las causales previstas en el artículo 82, ya declarada existente con anterioridad en otro juicio ante el mismo Tribunal, sólo será admitida si el apoderado o asistente se presentare a ejercer la representación o la asistencia de la parte antes de la contestación de la demanda” (resaltado de esta Sala). 

 

Con relación a la norma antes transcrita, la Sala se ha pronunciado en anteriores oportunidades, entre las cuales vale destacar, los siguientes fallos:

 

- El del 31 de octubre de 2000, recaído en el caso CRISTIAN WULKOP MOLLER, en el cual se señaló, lo siguiente:

 

“La decisión se basa en el primer aparte del artículo 83 del Código  Procesal Civil, el cual debe ser interpretado de manera que su sentido y alcance no impida la representación o asistencia de forma que afecte los derechos constitucionales de quienes pretendan ejercer dicha representación o asistencia, pues, aparte del carácter sancionatorio de dicho artículo, destinado a evitar que se buscara algún profesional enemistado con el juez solo con el fin de producir la causa para la inhibición o recusación, la Sala considera que éstas deben tramitarse, una vez declaradas existentes con anterioridad en otro juicio, por el juez de la causa, quien se pronunciará sobre las mismas de oficio o a solicitud de parte. La Sala considera que el artículo 83, primer aparte del Código Procesal Civil consagra, en rigor, un allanamiento inverso,  en el sentido de que el Juez podría abocarse al conocimiento de la causa si el representante o asistente estuviere comprendido en la previsión de dicho artículo, en cuyo caso la representación o asistencia podría ser indicada por el Juez excepto en lo previsto por el artículo 85 eiusdem, y ello hace razonable la prescripción del mismo, pues su potestad para pronunciarse de oficio o a solicitud de parte hace posible su abocamiento, lo que no podría producirse, si la no admisión de la representación o asistencia es proferida, de manera general, por el Tribunal que declare con lugar la inhibición o la recusación”. 


  
- El dictado el 30 de octubre de 2001, en el caso ANTONIO JOSÉ MENESES DÍAZ, en el cual se sostuvo:

 
 “El Juez presuntamente agraviante en el presente caso, aplicó, en ejercicio de su potestad discrecional, lo establecido en el artículo 83 del Código  de Procedimiento  Civil, es decir, impuso al accionante, de manera general, la prohibición de ejercer en el Tribunal a cargo de la juez cuya inhibición fue declarada con lugar. Dicha declaratoria, en cambio, debe ser emitida por la propia juez inhibida en caso de que el abogado que dio lugar a la inhibición pretendiere, en una nueva oportunidad, actuar en el Tribunal. Puede incluso el juez en tal circunstancia abocarse al conocimiento de la causa a pesar de la presencia del abogado que dio lugar a la anterior inhibición. 
Dispone el artículo 83 del Código de Procedimiento  Civil, lo siguiente: (...) 
El accionante denuncia la violación de sus derechos a la defensa, al honor y reputación, y al libre ejercicio de la abogacía. Respecto a los derechos a la defensa y al honor, la Sala considera prima facie, con relación al primero, que cualquier posible violación al mismo derivada de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 83 del Código de Procedimiento  Civil, sólo se produciría en caso de un pronunciamiento claramente infundado del juez o por contravención de las reglas procesales establecidas para cumplir el trámite de la inhibición. Con relación a la alegada violación al derecho al honor, es de observar que el pronunciamiento de inhibición no tiene como propósito ni constituye una valoración ética sobre las condiciones profesionales o personales del abogado; sólo se orienta a preservar la ecuanimidad y ponderación del juez y la aplicación recta de la justicia en los términos establecidos en la Constitución y las leyes. Se trata de la ponderación de circunstancias de hecho que pueden entorpecer el proceso y el cumplimiento de su fin último.

El caso de la presunta violación al derecho al libre ejercicio de la abogacía, merece un comentario más detenido. 

En primer lugar, es de señalar que tal derecho, en sí mismo, no está contemplado en el texto constitucional. Sin embargo, es una manifestación, respecto de aquellos ciudadanos que posean el título de abogado, del derecho a trabajar, contemplado en el artículo 87 de la Constitución, y del derecho a la libertad económica, contemplado en el artículo 112 eiusdem. Tales disposiciones son del siguiente tenor: (...) 
De lo establecido por las normas antes transcritas se evidencia claramente una condición, hoy no discutida, de los derechos constitucionales: los mismos no son de carácter absoluto; están sometidos, en cambio, a diversas limitaciones. Estas, son imprescindibles para garantizar la convivencia y el orden social, de manera que se preserve la paz, el libre desarrollo de la personalidad y la satisfacción de las necesidades a nivel individual y colectivo, y el eficiente desenvolvimiento de las actividades económicas. De tal manera que los derechos constitucionales en su proyección individual, precisamente encuentren en el orden social, el mejor escenario para su realización, donde deben ser garantizados, pero atendiendo siempre y con prioridad a los principios y disposiciones del ordenamiento jurídico que salvaguardan los intereses y necesidades colectivas; una de ellas, la justicia. Tales limitaciones resultan siempre necesarias dentro de una sociedad; pues de otra manera, si todos los ciudadanos pudiesen hacer uso de sus derechos de forma indiscriminada, los conflictos de intereses menudearían y el ejercicio de los mismos resultaría imposibilitado. Más que una reducción o menoscabo del ejercicio de los derechos fundamentales, las limitaciones legales a los mismos resultan una garantía para que dicho ejercicio sea posible a nivel colectivo. Por esa misma razón, es claro que dichas limitaciones no pueden ser nunca arbitrarias, ni pueden afectar el núcleo esencial de los derechos que pretenden regular, hasta el punto de que pudieran resultar desvirtuados o hacerse nugatorios. 

(...) 
Teniendo en mente lo anterior, esta Sala considera que el fallo adversado en amparo en el caso sub júdice, con base en la disposición establecida en el artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, es una limitación que, en lo específico ha sido adoptada con estricto apego a las circunstancias de hecho y a los supuestos de ley. Se trata de una provisión de alcance muy restringido, adoptada en consideración de las particularidades de un caso y para circunstancias muy concretas. No se prohíbe, en efecto, al abogado que ha provocado la inhibición de un juez, litigar en general, ni hacerlo en una circunscripción determinada, sino de modo temporal –pues sólo dura la prohibición hasta que cesen las circunstancias que la originan– en un órgano jurisdiccional determinado. Nada impide, por ello, que el abogado siga ejerciendo su derecho a trabajar y a dedicarse a la actividad económica de su preferencia, en este caso, el ejercicio de su profesión en cualquier modalidad o forma, incluido el litigio en otros tribunales. En todo caso, como ya se señaló, la prohibición de litigar en el tribunal a cargo del juez inhibido, tiene efecto únicamente mientras permanezca en funciones dicho juez, o no se hayan producido circunstancias que evidencien el cese de la causa que dio lugar a la inhabilitación. 
El juez de la causa, al encontrarse con una causa en la cual, nuevamente, un abogado que dio lugar a su inhibición está actuando, tiene la potestad de valorar en presente la circunstancia que verificó el supuesto de hecho de la inhibición, y apreciar si ha cesado; supuesto en el cual puede allanar el impedimento que enervaba la posibilidad de acción al abogado que de nuevo se hace presente en el Tribunal. Así, si el supuesto que dio lugar a la inhibición fue la enemistad entre el juez y el abogado, el juez anteriormente inhibido, en esta nueva oportunidad, pudiera apreciar que dicha enemistad ha cesado y, por lo tanto, establecer que la prohibición contenida en el artículo 83 del Código de Procedimiento Civill, deja de tener efecto. La lógica limitación a esta posibilidad de "allanamiento inverso", es la que dimana, como lo señala la Sala en el transcrito fragmento, del artículo 85 eiusdem; es decir, no puede el juez allanar al abogado, si este tiene algún parentesco con relación al juez, pues tales circunstancias no cambian con el tiempo; o si tiene interés directo en el pleito, pues si la causal que originó la inhibición del juez originalmente fue ésa, habría que concluir que, en principio, en la nueva causa el impedimento dejó de existir, en tanto el conflicto no deviene de una relación entre el abogado y el juez, sino entre el juez y un pleito determinado. 
En armonía con lo anterior la Sala juzga que el Tribunal, presuntamente agraviante, al imponer al accionante la prohibición de litigar en el tribunal a cargo de la juez inhibida de manera general, no vulneró su derecho a la libre actividad económica, pues de lo que se trata es de una interpretación en cuanto a la aplicación y alcance de lo dispuesto por el artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, los que podrán variar en cada causa que se tramite ante dicho Tribunal e intervenga el abogado accionante (Vid. sentencia n° 1301/2000 del 31 de octubre)”.
 

Atendiendo a lo anterior, y de la revisión detenidas de las actas que conforman el presente expediente, la Sala observa, lo siguiente:

 

1.- En primer lugar, que no existe violación alguna de los artículos 20 y 49 constitucional, que consagran los derechos al libre desenvolvimiento de la personalidad, a la defensa y al debido proceso, respectivamente, pues tal como lo declaró el a quo en autos constan (v. folios 220 al 224 del presente expediente) las decisiones en las cuales se declararon con lugar las recusaciones ejercidas por la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT -en distintas causas- contra el juez FREDDY ALVAREZ BERNEE, con fundamento en el ordinal 18º del artículo 82 del Código de Procedimiento Civil. Y contrariamente a lo señalado por los accionantes, no se dan las circunstancias a que se refiere el segundo párrafo del artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto existe mas de un tribunal de primera instancia con competencia en lo Civil, Mercantil y Tránsito, en la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, específicamente en la ciudad de Los Teques. 
 

Por ello, el hecho de que en el auto accionado dictado el 16 de febrero de 2001, el titular del Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en Los Teques, visto el poder apud acta otorgado por el ciudadano BRUNO BIRRO ROSETO a la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT, haya decidido no admitir la representación o asistencia de dicho ciudadano a través de esa abogada, y haya instado al mencionado ciudadano a constituir otro apoderado, no genera por si solo la violación de los derechos invocados por los accionantes, toda vez que se desprende del texto del auto (v. folio 25) que el pronunciamiento en él contenido, se produce con estricta observancia a lo dispuesto en el citado artículo 83 del Código de Procedimiento Civil.

 

2.- En segundo lugar, se observa que los ciudadanos BRUNO BIRRO ROSETO, JUAN CARLOS BIRRO ROSSETTO y UGO DANIEL BIRRO ROSETO, denunciaron en su solicitud de amparo, la violación de los derechos al trabajo y al libre ejercicio de la profesión de la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT, atribuyéndose una legitimación que no ostentan, toda vez que -como lo decidió el a quo- quien podría solicitar amparo en protección de tales derechos es la persona que estima infringida su situación jurídica, siendo resaltante el hecho de que la prohibición de litigar en el tribunal a cargo del juez recusado, no puede considerarse violatorio de los derechos antes indicados, toda vez que lo decidido en el auto accionado, en nada impide que la prenombrada abogada siga ejerciendo su derecho a trabajar y a dedicarse a la actividad económica de su preferencia, en este caso, el ejercicio de su profesión en cualquier modalidad o forma, incluido el litigio en otros tribunales.

 

 Por lo tanto, la Sala confirma la decisión del a quo, en la cual se declaró sin lugar el amparo solicitado, en virtud de que la decisión accionada, no se subsume dentro del supuesto de hecho contemplado en el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. Así se decide.

 

IV

DECISIÓN

 
Por las razones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada el 25 de julio de 2001 por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, mediante la cual se declaró sin lugar el amparo propuesto los ciudadanos BRUNO BIRRO ROSETO, JUAN CARLOS BIRRO ROSETO y UGO DANIEL BIRRO ROSETO, asistidos por la abogada THAIS RANGEL DE PICOTT, contra el auto dictado el 16 de febrero de 2001, por el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en la ciudad de Los Teques.
 

Publíquese y regístrese. Remítase el presente expediente al prenombrado Juzgado Superior. Cúmplase lo ordenado.

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, a los 16 días del mes de AGOSTO de dos mil dos (2002). Años: 192° de la Independencia y 143° de la Federación.

 

El Presidente de la Sala, 

 

 

Iván Rincón Urdaneta
 

        


                                           El Vicepresidente,

 

 

                         Jesús Eduardo Cabrera Romero

 Ponente



 

 

José Manuel Delgado Ocando
                 Magistrado

 

                                                               Antonio José García García



             


               Magistrado

 

 

Pedro Rafael Rondón Haaz
               Magistrado

 

El Secretario,

 

 

José Leonardo Requena Cabello
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